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El impacto de la digitalización y automatización en el empleo público es un tema novedoso, rico 
y complejo. El presente trabajo se aproxima a este tema desde una perspectiva constitucional 
general, centrada en la Constitución española de 1978, lo que obliga a, por así decir, confrontar 
la transformación digital y la inteligencia artificial con diferentes derechos, bienes y valores con-
sagrados en nuestra ley fundamental. ¿Hasta qué extremo la transformación del empleo público 
que ocasionarán la digitalización y la automatización es constitucionalmente admisible? ¿Qué 
derechos, bienes y valores quedarán concernidos? ¿Esos derechos, bienes y valores pueden con-
dicionar de algún modo el previsible cambio de la estructura administrativa y la reordenación de 
la masa de empleo público?
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The impact of digital transformation and robotics on Public Administration is a new and complex 
topic. This article analyzes this topic from a constitutional perspective, from the perspective of 
the Spanish constitution of 1978. Is digitization and artificial intelligence applied to “public em-
ployment” a constitutional option? What constitutional rights and values may be affected? Can 
these constitutional rights and values modulate in some way the “Digital Agenda” and the robotics 
process automation?
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1.  PROPÓSITO

En una primera y elemental aproximación, útil en cualquier caso a los efectos 
de las consideraciones que siguen, por digitalización se entiende registrar datos 
en forma digital o convertir o codificar en números dígitos datos o informaciones 
de carácter continuo. El uso digital permite inherentemente nuevos tipos de inno-
vación y creatividad en muy diversos ámbitos, más que sencillamente mejorar y 
apoyar los métodos tradicionales. En un sentido más estrecho, la transformación 
digital suele vincularse a “eliminar el papel” y hasta la atención personal y afecta 
tanto a empresas individuales como a segmentos enteros de la sociedad, como el 
gobierno y la administración, las comunicaciones globales, el arte, la medicina y 
la ciencia.

Ligada a la digitalización, la automatización conlleva la aplicación de má-
quinas o de procedimientos automáticos en la realización de un proceso o en una 
industria y, por ende, la conversión de un movimiento corporal o de un proceso 
mental en un acto automático o involuntario.

La adopción por parte de las empresas de big data, inteligencia artificial, 
machine learning, cloud computing, internet de las cosas, economía compartida, 
analítica predictiva, el uso de plataformas y redes, robótica o impresión 3D, son 
conceptos que buena parte de la población general desconoce y aún son, hoy, 
patrimonio de los expertos. Sin embargo, la adopción en un país de estas tecnolo-
gías con cientos de empresas proveedoras (Apple, Intel, Facebook, Amazon, HP, 
Oracle, SAS, IBM, SAP, Cisco, Telefónica, Microsoft, Sage, Indra, etc.) puede 
obviamente transformar económica y socialmente una sociedad.

La digitalización y automatización van a propiciar, asimismo, grandes cam-
bios en la función pública en los próximos tiempos. La digitalización y automa-
tización de tareas hará que los funcionarios ya no tengan que hacer según qué 
cosas. Será mejor dedicar ese tiempo a actividades que aporten más valor. No es 
descabellado pensar que el sector público requiere una reforma para así adaptar-
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se a los desafíos y requerimientos de la transformación digital y la inteligencia 
artificial.

A decir verdad, las Administraciones Públicas ya se encuentran en, por así 
decir, estado de digitalización por mor de las leyes 39/2015 (Procedimiento Ad-
ministrativo) y 40/2015 (Régimen Jurídico del Sector Público). Trámites básicos 
como solicitar una cita para renovar el documento de identidad, facturar, matri-
cular un vehículo o declarar ingresos ya se pueden hacer de manera telemática. 
Este es uno de los cambios más notables derivados del proceso de digitalización 
de la Administración Pública (Sobrino Crespo, 2018). Las reglas del juego están 
cambiando; resta, no obstante, mucho por hacer.

Una de las consecuencias de este cambio será una reordenación de la masa de 
empleo público. Hay que retirar empleados públicos de las actividades manuales 
y pasarlos a las digitales. Esto no es una novedad, pues la Administración lleva 
un siglo haciéndolo, pero hay que reconocer que el denominado internet de las 
cosas (IoT), esto es, la conectividad de millones de dispositivos, está generando 
un crecimiento exponencial de datos que deben ser almacenados, gestionados y, 
en el mejor de los casos, analizados. El reto es mayor.

Otro elemento que refleja claramente la magnitud de este proceso es el hecho 
de que las máquinas que se comunican a través de la red ya están generando más 
información que las personas. Esta “revolución dentro de la revolución digital” 
amenaza con poner patas arribas los modelos de gestión y tratamiento que hasta 
ahora se hacían de la digitalización. El IoT representa la conectividad más abso-
luta y transversal. Este escenario, en el que la digitalización está desbordando las 
fronteras que quedaban entre el mundo digital y el analógico, también representa 
una oportunidad para que la respuesta esté a la altura del proceso de cambio.

En el fondo se trata de un cambio de mentalidad que obliga a rediseñar pro-
cesos y procedimientos. El uso y la incidencia en el cambio en la estructura admi-
nistrativa oscila en nuestro país en la media comunitaria. Cambiarlo dependerá de 
la voluntad política de convertir la estrategia de transformación de capacidades en 
una prioridad, con la debida inversión y la coherencia de las políticas educativas 
y de empleo con el desafío digital.

El impacto de la digitalización y automatización en el empleo público es un 
asunto novedoso, rico, complejo y que cuestiona paradigmas tradicionales. En 
lo que sigue adoptaré una perspectiva jurídico-constitucional particular, centrada 
en una experiencia constitucional concreta, la nuestra, que arranca en 1978; re-
flexión, pues, apegada a la Constitución española vigente (en adelante CE) lo que 
obliga a confrontar la transformación digital y la inteligencia artificial con nuestra 
ley fundamental. ¿Hasta qué extremo es admisible esa transformación del empleo 
público en el marco de la Constitución? ¿Qué derechos, bienes y valores consti-
tucionales pueden quedar concernidos? ¿Esos derechos, bienes y valores pueden 
condicionar de algún modo el previsible cambio de la estructura administrativa?
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Se parte aquí de la idea de que la aproximación constitucional es una apro-
ximación cualitativamente diferente a la que puede hacerse desde otras discipli-
nas jurídicas y, más específicamente, desde otras ramas del Derecho Público, sin 
perjuicio de reconocer que existen puntos de conexión entre el Derecho labo-
ral, el Derecho administrativo y el Derecho constitucional. Pero aquí se fijará la 
atención en el diseño constitucional del empleo público y la repercusión que la 
digitalización y la automatización pueden tener en ese diseño. Se trata de analizar 
ese modelo constitucional de empleo público –si es que en verdad puede hablar-
se de tal cosa– y el impacto de la digitalización y automatización en el modelo. 
Una aproximación, por consiguiente, general y no de detalle, no apegada al dato 
normativo concreto o a soluciones específicas del, por utilizar terminología que 
ha hecho fortuna en nuestro ordenamiento, Estatuto Básico del Empleo Público 
(EBEP).

Una aproximación, por tanto, circunscrita al artículo 103.3 CE, en conexión 
con los artículos 23.2 y 149.1. 18º CE. Aunque puede discutirse, y mucho, acerca 
del alcance de ese diseño, parece claro que del texto constitucional, interpretado 
conforme a la jurisprudencia constitucional, se derivan algunas consecuencias 
jurídicas que hay que ponderar a la hora de definir la estrategia de digitalización 
y automatización del empleo público.

El tema entronca, de otra parte, con una de las preocupaciones capitales de 
la teoría del Estado y de la Ciencia de la Administración de nuestro tiempo: la 
redefinición de lo público o, dicho de otro modo, la fijación de los límites del 
Estado-organización o aparato estatal. Una redefinición que, en último extremo, 
está a la base de la consabida doctrina de la huida del Derecho Administrativo o 
huida al Derecho privado, defensora de la utilización por las Administraciones 
Públicas de organizaciones instrumentales de base privada que no utilizan los 
procedimientos y las formas de actuación establecidos en la legislación que regu-
la específicamente su régimen para así incorporar pautas de acción más flexibles 
y eficientes. Esa huida es el fenómeno creciente por el cual las Administraciones 
Públicas sujetan su actuación al Derecho privado o al Derecho laboral o adoptan 
personificaciones jurídico-privadas, alejándose de los controles y garantías del 
procedimiento administrativo (Martín-Retortillo Baquer, 1996). En tal sentido, 
cabría interrogarse sobre si la transformación digital y la inteligencia artificial 
ahondará esa fuga o escapada. ¿Propiciará un mayor protagonismo de lo privado/
laboral frente a lo estatutario en la configuración normativa del empleo público?

Y, en fin, reflexionar sobre la digitalización y la automatización, y confrontar 
ese cambio o transformación inaplazable con el modelo constitucional del em-
pleo público, plantea una paradoja: supone razonar sobre un escenario futuro, que 
tiene algo, o mucho, de, por así decir, ciencia ficción, a partir de un instrumento 
normativo del pasado, la Constitución de 1978. Año en el que comenzó una de las 
etapas constitucionales más largas de la historia de nuestro país, ya con algo más 
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de 40 años. La Constitución española se sitúa en el contexto del Derecho político 
de la segunda posguerra mundial, aun con peculiaridades propias de los textos 
nacidos en la tercera ola de la democratización, que en los años 70 del siglo XX 
extendió las libertades por la Europa del sur. Obviamente el constituyente espa-
ñol de 1978 ni siquiera pudo imaginar las muchas implicaciones de los avances 
científicos y tecnológicos acaecidos desde entonces. Todos ellos tienen notables 
repercusiones en el plano constitucional, de suerte tal que el constitucionalismo 
debe hacer frente a estos vertiginosos cambios (Barrero Ortega, 2019). Sea como 
fuere, alguna proyección y reflexión, desde el dato constitucional actual interpre-
tado conforme a la jurisprudencia constitucional, puede hacerse sobre el futuro. 
Quizá merezca la pena esa proyección, por incierta que resulte.

2. � LA DIGITALIZACIÓN Y AUTOMATIZACIÓN DEL EMPLEO PÚBLI-
CO COMO OPCIÓN CONSTITUCIONALMENTE LEGÍTIMA

Toda aproximación al modelo constitucional del empleo público ha de partir 
del reconocimiento de un amplio margen de apreciación del legislador a la hora de 
configurar el estatuto del funcionario público o, más propiamente, del empleado 
público, esto es, el trabajador por cuenta ajena cuyo empleador es el Estado, in-
cluyendo la Administración pública y los agentes regulados por Derecho público.

Teniendo en cuenta que el artículo 103.3 CE proclama que “la ley regulará el 
Estatuto de los funcionarios públicos (…)”, es claro que el legislador dispone de 
un estimable campo de acción e interpretación para diseñar el régimen jurídico 
del empleo público. Corresponde, pues, al legislador decidir, al hilo de los pará-
metros que juzgue oportunos, el conjunto de normas reguladoras de la relación 
entre empleado y poder público. El amplio margen de apreciación del legislador 
facilita la evolución legislativa y, en último extremo, la adaptación de ese estatuto 
al ritmo de los tiempos, incluido el reto de la incorporación de las nuevas tecno-
logías, la digitalización y la inteligencia artificial a las Administraciones Públicas.

No obstante, esta remisión a lo que disponga la ley no ha de interpretar-
se en el sentido de que el contenido del artículo 103.3 CE no sea directamente 
aplicable, de suerte tal que la eficacia de los aspectos contenidos en el precepto 
constitucional dependa de la intermediación legal, dando así cumplimiento a la 
remisión que en el  mismo se contiene a la regulación por ley. La citada reserva 
de ley del artículo 103.3 no tiene el significado de diferir su aplicación hasta el 
momento en que se dicte una ley posterior e infraordenada a la Constitución, ya 
que, en todo caso, sus principios son de aplicación inmediata. De hecho, la nor-
mativa postconstitucional reguladora de la materia (la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público) debe acomodarse a los principios y espíritu que dimanan 
del artículo 103.3 de la Norma Fundamental. Es cierto que el artículo 103.3 no 
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contiene un diseño acabado del empleo público, pero tampoco puede considerarse 
como una mera declaración programática, carente de vinculación jurídica alguna 
(STC 235/2000).

En otras palabras, el artículo 103.3 CE supone en sí mismo una limitación 
para el legislador, toda vez que, aún con un amplio margen, la ley que regule el 
empleo público deberá estar inspirada en los principios que dimanan del conte-
nido del citado precepto constitucional. Llevándolo al extremo, podría afirmarse 
que, a pesar de que el artículo 103.3 defiere al legislador la regulación, una ley 
que desconociera lisa y llanamente, y en cualesquiera circunstancias, los prin-
cipios de mérito y capacidad en el acceso a la función pública o que negara el 
derecho a sindicación de los empleados públicos, fácilmente podría calificarse de 
inconstitucional por contraria al artículo 103.3 de la Norma Fundamental. Este 
precepto, por tanto, no contiene simples afirmaciones programáticas, sino que, 
como el resto de la Constitución, tiene fuerza normativa, si bien con el alcance 
y efectos que derivan de su contenido. Adviértase, asimismo, la conexión que 
puede producirse en algún aspecto entre el artículo 103.3 de la Constitución y de-
rechos fundamentales (artículos 23.2 y 28.1 CE) –SSTC 138/2000 y 235/2000–.

El margen de maniobra del legislador del empleo público no es absoluto. 
Hay derechos, bienes y valores constitucionales que le vinculan. Algunas de esos 
derechos, bienes y valores están expresamente recogidos en el artículo 10.3.3 CE: 
profesionalidad e imparcialidad del empleado público, mérito y capacidad en el 
acceso, respeto a los derechos fundamentales, empezando por la libertad sindical, 
y necesidad de prever un sistema de incompatibilidades.

Hay, de otro lado, jurisprudencia constitucional que certifica la vinculación 
del legislador a otros derechos, bienes y valores que, aun no aludidos explícita-
mente en el artículo 103.3 CE, se deducen de una interpretación unitaria y siste-
mática de la Norma Fundamental (STC 99/1987).

El amplio margen de apreciación del legislador no es, pues, completo, ge-
neral o incondicionado, de modo que una defectuosa ponderación del legislador 
podría ser controlada por la jurisdicción constitucional. La ley del empleo público 
será el resultado de una ponderación legislativa de los principios en los que pre-
tenda fundarse –obviamente sin perjuicio de que esa ponderación de principios 
derive en reglas o soluciones normativas concretas–. Un resultado que, en última 
instancia, puede ser enjuiciado por el Tribunal Constitucional (STC 99/1987).

Trayendo estas consideraciones generales a la cuestión que nos ocupa, podría 
afirmarse sin dificultad que la digitalización y automatización de la Administra-
ción Pública es una opción legislativa constitucionalmente admisible. Los retos, 
desafíos y escenarios por venir están plagados de incertidumbres. Hay quien pien-
sa que la digitalización y automatización propiciarán una mayor eficiencia admi-
nistrativa y hay quien es, por el contrario, más pesimista: acarreará una pérdida 
de empleos públicos netos. Al legislador le corresponde terciar en esta dualidad 
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de versiones. La transformación del empleo público, la mayor o menor digitaliza-
ción y automatización, el escenario, en definitiva, de una Administración Pública 
y un empleo público más digital y menos analógico o personal es una opción 
legítima desde la perspectiva constitucional.

Ahora bien, una opción legítima siempre y cuando no violente la garantía 
institucional de la Administración Pública. La incorporación de la Administración 
Pública y del empleo público a la Constitución tiene, como es sabido, un doble 
efecto. Primero, su existencia misma queda blindada o protegida frente a cual-
quier acción supresora del legislador. Segundo, el legislador puede regular ambas 
instituciones pero sin quebrar su imagen maestra o leit-bild. El legislador debe 
respetar el núcleo o la esencia irreductible de la Administración Pública en tanto 
garantía de instituto, sin someterla a restricciones o condiciones que la conviertan 
en algo irreconocible (Jiménez-Blanco y Carrillo de Albornoz, 1991).  

Todo ello plantea el interrogante, interrogante –adelanto– para el que no hay, 
a mi juicio, una respuesta tajante, de qué porcentaje de digitalización y automa-
tización es admisible para no desnaturalizar la forma y la función típica de la 
Administración. ¿Qué porcentaje de sustitución de empleo o trabajo personal por 
máquinas, robots y procedimientos virtuales es pasable para que la garantía ins-
titucional de la Administración Pública y del empleo público no padezca? ¿Hasta 
dónde puede llegar la reducción o sustitución de tareas rutinarias y no rutinarias?

También al hilo de estas preguntas habría que reconocer un amplio margen de 
apreciación al legislador del empleo público. Y es que, desde la Constitución, no 
cabe dar una respuesta unívoca a la cuestión de la sustitución de empleos públicos 
que pueden implicar la digitalización y automatización. Más bien esa respuesta 
debiera derivar de un planteamiento político, el que sea, cuidadoso y reflexivo, 
que luego deberá concretarse en una toma de postura legislativa, conforme al artí-
culo 103.3 CE, que tenga en cuenta los distintos derechos, bienes y valores cons-
titucionales en juego. Una toma de postura que puede ser más o menos favorable 
a la transformación digital e inteligencia artificial a la luz de cómo se evalúen las 
oportunidades y los riesgos (económicos, sociales y políticos) que suscitan. La 
eficiencia administrativa puede verse reforzada, pero por otro lado está la poten-
cial destrucción o precarización del empleo.

Y, en fin, una toma de postura en la que se da un apreciable margen a la inter-
pretación permitiendo optar por una diversidad de soluciones en cuestiones que 
han de resolverse a través de juicio fundado en elementos de oportunidad política 
y –sería deseable– técnica, que sólo puede ser formulado por el legislador. La 
digitalización tiene una lectura política que no puede ignorarse. La cuestión es 
qué Administración Pública queremos y cómo se distribuye el empleo público. Y 
eso es algo que debe decidir libremente el legislador, no está resuelto ex constitu-
tione, sin perjuicio –reitero- de que considere distintos derechos, bienes y valores 
constitucionales –arts. 103.3 CE y otros conexos- pero que de ningún modo pre-
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determinan una solución concreta sobre el grado de la transformación digital y 
automatización. La pelota está en el tejado del legislador democrático.

3.  POSIBLES SALVEDADES O LIMITACIONES

Aun cuando la digitalización y la automatización puedan definirse como op-
ciones constitucionalmente legítimas, ello no es óbice para hacer alguna precisión 
o advertencia, a partir sobre todo del 103.1 CE, en torno a su alcance en el ámbito 
de las denominadas Administraciones “de soberanía y de intervención” (Tronco-
so Reigada, 1997).

En primer lugar, Administraciones y empleos públicos que desarrollan una 
actividad política, de suerte tal que el órgano decisor fija en cada ocasión cuál es 
el concreto fin a alcanzar, llevando a cabo juicios políticos, fuertemente discre-
cionales, no cuestionables ni sustituibles. El acto político es una modalidad de 
ejercicio que el orden jurídico confiere expresa o implícitamente a los órganos 
constitucionales que ejercen la función política, para que, mediante la apreciación 
subjetiva de los intereses públicos comprometidos, completen creativamente el 
ordenamiento seleccionando una alternativa entre otras igualmente válidas para 
el Derecho. La apreciación subjetiva que incumbe al órgano político competente 
se debe realizar ponderando el interés público, la libertad de elección entre varias 
opciones igualmente válidas para el ordenamiento y, al mismo tiempo, la sujeción 
al orden jurídico, en tanto presupuesto que inexorablemente debe tener toda acti-
vidad política (Porras Nadales, 1991).

En segundo lugar, Administraciones y empleos públicos que ejercen la acti-
vidad de policía, es decir, potestades que, por razones de interés público, limitan 
los derechos de los administrados mediante el recurso, en su caso, a la coacción 
sobre los mismos. En sus orígenes, la actividad de policía se identificaba con 
los poderes de la autoridad para mantener la pax pública, identificándose con el 
orden público o garantía de seguridad y salubridad públicas, algo propio de un 
sistema abstencionista en el que se limitaba a ese tráfico jurídico el fin propio de 
la Administración. En la actualidad, la configuración del Estado como social (art. 
1.1 CE) ha traído la expansión de la noción de policía sobre la base de unas po-
testades administrativas que se identifican con la idea de policías especiales tras 
lo cual late como fin justificador no sólo el orden público sino el interés general 
y hasta el bienestar social. Se puede hablar así de una policía medioambiental, de 
mercado, de urbanismo, etc. En la medida en que la actividad de policía incide 
en el libre desenvolvimiento de los ciudadanos, no puede implicar el ejercicio de 
unas potestades sin límite, de ahí que se trate de potestades sujetas a los principios 
de legalidad y proporcionalidad (Garrido Falla, 1953).

En tercer lugar, Administraciones y empleos públicos que desempeñan la ac-
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tividad de fomento o actividad que se dirige a satisfacer indirectamente ciertas 
necesidades consideradas de carácter público, protegiendo o promoviendo, sin 
emplear coacción, las actividades de los particulares o de otros entes públicos 
que directamente las satisfacen. Si tenemos en cuenta que la actividad de fomento 
pretende promover o estimular una determinada actuación particular o pública, 
ello es porque la Administración Pública, en un momento dado, no puede ha-
cerse cargo de forma directa de la ejecución de una determinada actividad o del 
cumplimiento de un determinado fin y, por eso, se ve obligada, por imperativos 
del mandato constitucional del artículo 103.1, a obtener la colaboración de los 
particulares o de otros entes públicos. El otorgamiento de incentivos, prestacio-
nes, bienes o ventajas a favor del titular de la actividad o empresa que se trata de 
estimular, es el medio de fomento típico (Fernández Farreres, 2009).

En estos ámbitos, la digitalización y automatización pueden entrar en con-
flicto con la sustancia política de las potestades administrativas, el respeto a los 
derechos fundamentales de los ciudadanos y la adecuada satisfacción del inte-
rés general o de necesidades públicas. La transformación digital y la inteligencia 
artificial no plantean reparos en las Administraciones Públicas para la toma de 
decisiones automatizadas y semi-automatizadas. Cuestión diferente es el ejercicio 
de potestades en las que se dé un margen de apreciación, opción y elección o que 
incidan en los derechos fundamentales, debido a la necesidad de empatía y tacto 
para la realización de la ponderación con criterios extrajurídicos en que consisten 
la discrecionalidad y la proporcionalidad (Ponce Solé, 2019).

La ley puede determinar agotadoramente todas y cada una de las condiciones 
de ejercicio de una potestad, de modo que construya un supuesto legal comple-
to y una potestad aplicable al mismo también definida en todos sus términos y 
consecuencias (por ejemplo, jubilación por edad de los funcionarios, ascenso por 
antigüedad, liquidación de un tributo – aplicación de una cuota establecida por 
la ley a una base fijada sobre un hecho imponible determinado). En estos casos, 
la Administración opera de una manera que podría llamarse automática. Ahora 
bien, la existencia de potestades discrecionales o de restricción de los derechos 
de los administrados es una exigencia indeclinable del gobierno humano: éste no 
puede ser reducido a una pura aplicación objetiva y neutral, a un simple juego 
automático de normas.

También parece razonable entender que hay intereses constitucionales que 
obligan al legislador del empleo público a limitar la transformación digital y la 
robótica y, en definitiva, asegurar la continuidad del empleo personal en algunas 
Administraciones prestacionales, preservándolas de una completa digitalización 
o automatización. Cierto es que las tareas intelectuales no rutinarias que implican 
creatividad, resolución de problemas y reconocimiento de patrones están cada 
vez más abiertas a la digitalización y automatización. Las técnicas de aprendizaje 
profundo, como las redes neuronales artificiales, ya permiten que los ordenadores 
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ejecuten tareas creativas, resolviendo problemas y realizando tareas de recono-
cimiento de patrones. Sin embargo, las tareas basadas en relaciones sociales que 
requieren la interacción humana (justicia, educación, salud, servicios sociales) 
son mucho más difíciles de digitalizar y automatizar.

Sabido es, en efecto, que nuestro país, como otros de nuestro entorno cultural 
y jurídico, está inmerso en un proyecto de digitalización de la Administración de 
Justicia (Pérez Gil, 2005). Y ello en cumplimiento del mandato establecido en la 
disposición adicional segunda de la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso 
de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de 
Justicia, que imponía a las Administraciones competentes la obligación de dotar a 
las oficinas judiciales y fiscalías de sistemas de gestión procesal que permitan la 
tramitación electrónica de los procedimientos. El proyecto pivota sobre dos líneas 
estratégicas fundamentales. Por un lado, la realización de los actos de comuni-
cación y la presentación de escritos de forma electrónica, y ello con el impulso 
definitivo que ha supuesto la obligatoriedad generalizada (salvo al ciudadano) 
establecida por la reforma introducida por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de 
reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Por otro lado, 
la digitalización de los procesos internos que se desarrollan ante los Tribunales, 
y que conducirán al llamado expediente judicial electrónico. Cada implantación 
de justicia digital va acompañada de un exigente plan formativo a fin dotar de los 
conocimientos necesarios a las personas de la organización judicial en el manejo 
de las herramientas tecnológicas que permitan la gestión digital de los asuntos en 
todos los órdenes e instancias judiciales.

La expresión administración de justicia es, en cualquier caso, polisémica. 
Con ella se designan diferentes realidades, desde el resultado del ejercicio de la 
función jurisdicción (ésta consiste, según se acepta pacíficamente, en administrar 
justicia, o en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado), hasta la consideración del com-
plejo orgánico o conjunto de órganos públicos al que se atribuye en exclusiva el 
ejercicio de esa función. Asimismo se alude con la expresión a todo aquello que 
coadyuva al cumplimiento de la misión constitucional de los jueces y magistra-
dos, desde los medios materiales hasta el personal auxiliar y colaborador, pasando 
por los procedimientos. Todo ello tiene cabida, en mayor o menor medida, o todo 
ello puede vincularse, con la administración de justicia, y sin embargo no todo 
ello es administración de justicia stricto sensu.

Y todo ello, en  mayor o menor medida, es susceptible de digitalización y 
automatización, si bien la jurisdicción –etimológicamente, la jurisdictio o dicción 
del Derecho–, en cuanto función pública derivada de la soberanía del Estado que 
se atribuye a jueces y magistrados, en solitario o colegiadamente integrados en 
secciones o en las salas de justicia de los tribunales, es, citando a P. J. Proudhon, 
una actividad humana, absolutamente humana, nada más que humana y es injusto 
relacionarla con un principio superior a la humanidad. Los jueces precisan para 
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emitir sus fallos no sólo conocer el Derecho sino también tener conciencia social 
–a veces, es la propia ley la que apela a la conciencia o clima social para modular 
su aplicación (arts. 502 a 519 LECrim)–. La tecnología puede reducir las labores 
de investigación y administración, pero la justicia tiene fronteras infranqueables 
que precisan de la luz del entendimiento humano.

Es evidente, de otra parte, que el sector salud –desde los proveedores de ins-
trumentales pasando por las aseguradoras y los pacientes– está inmerso en toda 
una transformación digital (Soto Bayarri, 2016). La forma de entender la salud y 
el sistema sanitario está cambiando sustancialmente. El futuro pasa por la salud 
digital, por la extensión del uso de las herramientas tecnológicas que faciliten la 
detección y control de las enfermedades y el mantenimiento de la salud, como los 
dispositivos wearables, aplicaciones móviles, la teleconsulta o el big data. Por 
salud digital se entiende el conjunto de tecnologías de la información y la comu-
nicación (TIC) que se emplean en el entorno sanitario en materia de prevención, 
diagnóstico, tratamiento, seguimiento y gestión de la salud, actuando como una 
palanca de cambio de los sistemas sanitarios que permite el ahorro de costes y la 
mejora de su eficiencia.

Pero la tecnología de ningún modo puede anular por completo la relación 
personal médico-paciente, la atención médica personalizada y cercana. El médico 
tiene que ser capaz de dar un servicio digital completo al paciente. La consulta y 
sus servicios deben actualizase tecnológicamente y adaptarse a sus nuevas necesi-
dades. El profesional debe saber manejar el lenguaje online, mobile y tecnológico 
con un objetivo claro: ofrecer al paciente digital un trato excelente tanto dentro 
de la consulta como fuera de ella. En el largo plazo, quizás llegue el momento 
en que el paciente esté integrado en un sistema de comunicación directo con su 
médico, al que, en todo caso, podrá acudir cuando realmente tenga que hacerle 
una intervención o un chequeo físico directo.

La educación del futuro será, sin duda, más digital y en ella la conectividad 
y la inteligencia artificial tendrán una presencia significativa. La incorporación 
de las aulas a la era digital permitirá una revolución en la metodología de la en-
señanza, que requiere de un cambio tanto en el papel del profesor como en el del 
alumno. Las tecnologías de la información no son ni mucho menos un sustituto 
del profesorado sino un complemento de su papel. Los alumnos, por su parte, 
dejan de ser sujetos pasivos, pues pasan a tener un protagonismo y una responsa-
bilidad importantes en la definición y consecución de sus metas educativas; en la 
búsqueda y valoración de las fuentes de información. El proceso de aprendizaje 
pasa, pues, a ser más individualizado e interactivo (San Martín Alonso, 2005).

Las clases del futuro serán una especie de tándem entre humanos y máquinas 
en el que cada uno de ellos se especializará en aquello que mejor sepa hacer. Un 
binomio entre humano y máquina, en el que el profesor seguirá asumiendo la ta-
rea esencial de transmitir conocimiento, pero podrá apoyarse en la máquina para 
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descargarse de las tareas más repetitivas y anodinas. Ya hay numerosos ejemplos 
de cómo la inteligencia artificial puede aplicarse en los centros educativos para 
desatascar, por ejemplo, la parte administrativa y de gestión.

La máquina o la herramienta es capaz de analizar en detalle a cada alumno 
para trazar un camino personalizado: le indica qué estudiar cada día, selecciona 
las preguntas y las tareas en función de aquello que más le cuesta y le ayuda a 
repasar lo que ya ha asimilado. Esa es la parte en la que la máquina es imbatible. 
Pero no es suficiente. Hay otras tareas para las que es más eficaz que intervenga 
un profesional humano: desarrollar los contenidos, resolver las dudas, preparar al 
alumno psicológicamente. El tutor especializado.

Como quiera que sea, el papel del legislador es insustituible y determinante 
para impulsar la transformación digital, el diseño y la aplicación de un marco 
general y de planes específicos para distintos ámbitos sociales, también para la 
Administración Pública y el empleo público, que concilie la digitalización y au-
tomatización con otros intereses constitucionales, empezando por la adecuada 
satisfacción del interés general (art. 103.1 CE) y la especial naturaleza de algunas 
Administraciones, lo cual podría llevar, en algún caso, a preservar o asegurar un 
núcleo esencial de empleo público humano, inmune a la digitalización e inteli-
gencia artificial. Cuestión de prudencia o, mejor dicho, de equilibrio adecuado en-
tre, de un lado, la tecnología digital y la robótica y, de otro, la interacción humana.

 
4. � LA RESERVA DE LEY EN LA DEFINICIÓN DEL ESTATUTO DE LOS 

FUNCIONARIOS PÚBLICOS

La regulación del estatuto funcionarial del empleo público, en virtud del ar-
tículo 103.3 CE, está constitucionalmente reservada a la ley. No obstante, como 
ha matizado la jurisprudencia constitucional, esta reserva de ley tiene un alcance 
relativo, pues no impide la colaboración de las normas reglamentarias y, en su 
caso, de otro tipo de fuentes normativas, aunque ésta por definición deba estar 
limitada en la ordenación de la materia (STC 1/2003). De manera similar a como 
acontece con otros ámbitos materiales reservados por la Constitución a la ley, 
no es imposible en esta materia una intervención auxiliar o complementaria del 
reglamento, siempre que estas remisiones sean tales que restrinjan efectivamente 
el ejercicio de la potestad reglamentaria a un complemento de la regulación legal 
que sea indispensable por motivos técnicos o para optimizar el cumplimiento de 
las finalidades propuestas por la Constitución o por la propia ley, de modo que 
no se llegue a una total abdicación por parte del legislador de su facultad para 
establecer reglas limitativas, transfiriendo esa facultad al titular de la potestad 
reglamentaria, sin fijar ni siquiera cuáles son los fines u objetivos que la regla-
mentación ha de perseguir.
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Así las cosas, la dificultad estriba en delimitar cuál es concretamente el ám-
bito material reservado a la ley en virtud del artículo 103.3 CE. En otras palabras, 
qué debe entenderse por “estatuto de los funcionarios públicos” o, como se alude 
en el artículo 149.1.18ª CE, el “régimen estatutario” de los funcionarios.

En este sentido, el Tribunal Constitucional ha subrayado en reiteradas ocasio-
nes que ese régimen estatutario constituye un ámbito cuyos contornos no pueden 
definirse en abstracto y a priori, pero en el que ha de entenderse comprendida, 
en principio, la normativa relativa a la adquisición y pérdida de la condición de 
funcionario, las condiciones de promoción de la carrera administrativa y a las si-
tuaciones que en esta puedan darse, los derechos y deberes y responsabilidades de 
los funcionarios y a su régimen disciplinario, así como a la creación e integración, 
en su caso, de cuerpos y escalas funcionariales y al modo de provisión de puestos 
de trabajo al servicio de las Administraciones Públicas, pues habiendo optado la 
Constitución por un régimen estatutario, con carácter general, para los servidores 
públicos (arts. 103.3 y  149.1.18ª), habría de ser también la ley la que determine 
en qué casos y con qué condiciones pueden reconocerse otras posibles vías para el 
acceso al servicio de la Administración Pública (STC 99/1987). Esos casos y esas 
condiciones entrarían dentro de los aspectos esenciales del régimen estatutario de 
los funcionarios a regular por ley.

A la luz de esta doctrina constitucional, no sería del todo descabellado con-
siderar que la digitalización y automatización del empleo público entra dentro de 
esos aspectos esenciales del régimen estatutario, ya que incide cuando menos en 
la creación, integración y el modo de provisión de puestos de trabajo al servicio 
de la Administración. Así pues, el empleo público digitalizado o automatizado, 
los puestos de trabajo públicos a transformar, han de ser determinados por ley. 
La relación de esos puestos cae, pues, dentro de la reserva del artículo 103.3 CE. 
La ley ha de prever la reducción, sustitución o amortización de puestos de trabajo 
público por mor de la revolución digital y la inteligencia artificial.

Esta reducción, sustitución o amortización quedaría, así, sustraída a la nor-
mación reglamentaria, no en el sentido de que las disposiciones del Gobierno no 
puedan, cuando así lo requiera la ley, colaborar con ésta para complementar o 
particularizar, en aspectos instrumentales y con la debida sujeción, la ordenación 
legal de la digitalización y automatización del empleo público, pues esta colabo-
ración que, en términos de política legislativa, puede resultar pertinente, no sería 
contradictoria con el dictado de la Constitución cuando la remisión al reglamento 
lo sea, estrictamente, para desarrollar o complementar una previa determinación 
legislativa. La flexibilización de la reserva de ley resulta, además, especialmente 
aconsejable ante la cambiante realidad del futuro.
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5. � PREFERENCIA DEL RÉGIMEN ESTATUTARIO PARA EL SERVI-
DOR PÚBLICO

La digitalización y la automatización van a propiciar grandes cambios en la 
función pública y, en particular, un rediseño profundo del sistema de situaciones 
y tareas administrativas y, por ende, de la masa de empleo público.

Cuántos empleos van a desaparecer por la automatización es aún una incóg-
nita. En revoluciones tecnológicas previas se produjo una reducción de la deman-
da de algunos tipos de trabajo que implicó considerables dificultades para los 
trabajadores desplazados, aunque pasado un tiempo esta mano de obra desplazada 
fue absorbida por la expansión de la demanda de otros tipos de empleos y activi-
dades como resultado del crecimiento económico.

Los potenciales efectos de la automatización sobre el empleo y la sociedad 
evidencian la necesidad de evaluar y rediseñar las instituciones para gestionar las 
tensiones sociales y políticas que pueden derivarse de la revolución digital.

La principal ventaja de la digitalización es que el procesamiento, almacena-
miento y comunicación de la información digital son mucho más baratos y efi-
cientes que sus equivalentes analógicos. El aumento de la eficiencia que supone 
la digitalización de procesos de gestión y control se asocia con el ahorro de costes 
laborales y el incremento de la productividad, sobre todo en áreas como la logís-
tica, la calidad y la administración.

De todo ello derivarán importantes implicaciones para la estructura del em-
pleo público, la evolución de las tareas de los procedimientos administrativos y 
la cualificación; consecuencias directas sobre las condiciones de trabajo (la au-
tomatización de ciertas tareas hará desaparecer algunos empleos, pero también 
creará otros), así como secuelas indirectas sobre las condiciones del empleo y las 
relaciones laborales. Habrá que prever un diseño legislativo e institucional para 
hacer frente a este cúmulo de implicaciones: reducción drástica de la jornada, re-
planteamiento del régimen de incompatibilidades, nueva selección del personal, 
potenciación del funcionariado de programa y coyuntural, el rol del denominado 
autoaprendizaje, del trabajo parcial, etc. La cuarta revolución industrial no está por 
venir, sino plenamente instalada ya en nuestras vidas. El rediseño es inaplazable.

Ahora bien, ese rediseño no debería comprometer lo que el Tribunal Consti-
tucional ha denominado “la preferencia del régimen estatutario para el servidor 
público” o “preferencia por el régimen general funcionarial para los empleados 
públicos” (STC 99/1987). Opción preferente que el Alto Tribunal deduce del ar-
tículo 103.3 CE y que vincula al legislador del empleo público, quien ha de es-
tablecer los criterios sobre la naturaleza de los puestos de trabajo a efectos de su 
provisión por funcionarios, como regla general.

El empleado al servicio de la Administración Pública  no  es un trabajador  
por  cuenta  ajena  cualesquiera  ya que  se  integra  en un   poder   público   ins-
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titucionalizado   con   personalidad jurídica propia que ejerce potestades al ser-
vicio del interés general, lo que explica que se encuentre sometido a un régimen  
jurídico  o  “estatuto”  específico en  tanto  que constituye una parte  esencial  de 
las  Administraciones. Por tanto, el empleado público al servicio de las Adminis-
traciones Públicas se diferencia del empleado común que trabaja en  el  sector  
privado  por  estar  sometido a un  régimen  jurídico  específico que actualmente 
se contiene en el Estatuto Básico del Empleado Público (Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público), que  resulta  aplicable  en  su  totalidad  
al  personal  funcionario,  si bien  otra  parte –el  personal  laboral– desempeña su  
actividad  sometido  al régimen común de los trabajadores asalariados –esto es, al 
Estatuto de los Trabajadores– si bien bajo determinadas especialidades.

Dentro de los empleados públicos, el funcionariado es el que verdaderamente 
desarrolla su actividad  en  régimen  estatutario  (por  eso  también  se  le  denomi-
na  personal  estatutario), lo que significa que presta  sus servicios en un régimen 
especial que poco tiene que ver con una  relación laboral articulada a través de un 
contrato de trabajo. Para identificar las profundas diferencias con respecto a las 
relaciones contractuales baste señalar ahora:

a)	� Que a los funcionarios no se les “contrata” sino que se les “nombra” y no 
se les “despide” sino que pierden su condición como tales sólo por causas 
extraordinarias. El acceso a la función pública se produce mediante un 
acto administrativo de nombramiento y no mediante contrato. El funcio-
nario de carrera es inamovible, de modo que no puede ser despedido salvo 
por causas disciplinarias. Esta inamovilidad en el empleo no es un privile-
gio personal sino una garantía funcional que le permite ejercer sus tareas 
con imparcialidad y objetividad, es decir, en una posición de neutralidad 
respecto de quien ejerza la dirección política de la Administración (Sán-
chez Morón, 2018).

b)	� Que la relación de servicio del funcionario se regula por normas generales 
y no por un contrato individual y convenio colectivo (Ibídem).

c)	� Que el funcionario no tiene ningún derecho adquirido al mantenimiento 
de una determinada regulación de sus condiciones de trabajo o a impe-
dir su modificación (Ibídem). El funcionario que ingresa al servicio de la 
Administración Pública se coloca en una situación jurídica objetiva defi-
nida legal y reglamentariamente, y, por ello, modificable por uno u otro 
instrumento normativo de acuerdo con los principios de reserva de ley 
y de legalidad, sin que, consecuentemente pueda exigir que la situación 
estatutaria quede congelada en los términos en que se hallaba regulada al 
tiempo de su ingreso (STC 99/1987).
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En cualquier caso, la preferencia por el régimen funcionarial para el servidor 
público no ha impedido legitimar otras vías de acceso al servicio de la Admi-
nistración Pública ni tampoco flexibilizar alguna de las notas características del 
funcionariado. La preferencia constitucional del vínculo estatutario es compatible 
con la contratación de personal en régimen laboral por las Administraciones y 
entes públicos. La admisión del funcionario interino y de un personal fijo y la 
suavización de un régimen rígidamente estatutario y de imposición legal unilate-
ral ilustra la confusión o asimilación de regímenes jurídicos (Bermejo Cabrero, 
1989).

El personal laboral de la Administración Pública es un tipo más de emplea-
do público, rigiéndose la relación de servicio, en primer lugar, por el Estatuto 
Básico del Empleo Público y, de forma subsidiaria, por la legislación laboral y 
demás normas convencionales. Los trabajadores laborales gozan de los mismos 
derechos que el personal funcionarial, con la excepción del derecho a la inamovi-
lidad en el puesto de trabajo, que es exclusivo de los funcionarios de carrera. El 
personal laboral accede a trabajar en la Administración a través de los procesos 
de selección: oposición, concurso-oposición o concurso de méritos. El cese del 
personal laboral puede producirse por cualquiera de las causas que contempla el 
artículo 49 ET.

La presencia de personal laboral en las Administraciones y la dualidad de 
regímenes jurídicos (Boltaina Bosch, 2011) ha sido objeto de discusión por parte 
de la doctrina. Así, algún sector doctrinal ha mantenido que es inconstitucional la 
presencia de los contratados laborales en la Administración Pública; otro sector, 
en cambio, ha insistido en la neutralidad de la Constitución a este respecto. La 
postura intermedia defiende la posibilidad de que existan contratos laborales a 
pesar de que la norma general sea el desempeño de los puestos de trabajo en la 
Administración por los funcionarios. Como es sabido, la STC 99/1987 terció en 
la polémica, decantándose por esta postura intermedia y matizando que, si bien el 
texto constitucional prefiere el modelo funcionarial, no cierra del todo las puertas 
al personal laboral.

El modelo mixto ha desvirtuado la identificación entre funcionario y función 
pública y ha potenciado la utilización del término “empleado público” como con-
cepto que engloba a funcionarios, personal laboral y demás personal que desem-
peñe funciones retribuidas en las Administraciones Públicas. Dicho término fue 
finalmente asumido por la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del 
Empleado Público, justificándose la dualidad de sistemas vigente:

“Partiendo del principio constitucional de que el régimen general del empleo pú-
blico en nuestro país es el funcionarial, reconoce e integra la evidencia del papel 
creciente que en el conjunto de las Administraciones Públicas viene desempeñando 
la contratación de personal conforme a la legislación laboral para el desempeño de 
determinadas tareas […] y sintetiza aquello que diferencia a quienes trabajan en el 
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sector público administrativo, sea cual sea su relación contractual, de quienes lo hacen 
en el sector privado”.

La nota de la permanencia en el desempeño de las funciones públicas no con-
curre, por otra parte, en el funcionario interino (art. 10 EBEP). Y la admisión de 
un personal laboral fijo (art. 11.1 EBEP), a cubierto además de los expedientes de 
crisis y de la reducción de la plantilla, dan al empleado público laboral la misma 
o mayor estabilidad material, aunque no formal, que al funcionario.

Asimismo, la apertura del ámbito funcionarial a la negociación colectiva 
(arts. 31 y ss. EBEP), ya con carácter previo a la aprobación de las normas que 
regulan los derechos y deberes del funcionario, ya en ocasiones cumpliendo un 
papel sustitutivo de las mismas, es una muestra más de la aproximación del ré-
gimen jurídico funcionarial al laboral y cambia en cierta medida la concepción 
clásica del primero. Se da un indudable acercamiento entre ambos colectivos en 
el seno de la Administración, no sólo porque se han utilizado e intercambiando 
instituciones jurídicas provenientes del régimen jurídico propio de una clase de 
personal en la otra, sino porque se ha producido una situación de coincidencia en 
un mismo texto legal de contenidos de aplicación simultánea a ambos colectivos 
de trabajadores.

Sea como fuere, sin perjuicio de constatar esta tendencia progresiva hacia 
la laboralización de la función pública y la confusión de regímenes jurídicos, lo 
cierto es que la prioridad del vínculo estatutario en la regulación del empleo pú-
blico es una categoría reiteradamente avalada por la jurisprudencia constitucional 
(SSTC 57/1982, 129/1987, 293/1993) y que no puede ignorar el legislador a la 
hora de establecer los criterios sobre la naturaleza de los puestos de trabajo a 
digitalizar o automatizar.

6. � EL INDECLINABLE CONTROL JURISDICCIONAL DE LA ACTUA-
CIÓN ADMINISTRATIVA

La transformación digital y la inteligencia artificial aplicada al empleo pú-
blico no pueden, finalmente, menoscabar el sometimiento pleno de la Adminis-
tración a la ley y al Derecho (art. 103.1 CE) y, por ende, el control jurisdiccional 
de la actuación administrativa (art. 106.1 CE). En otras palabras, la digitalización 
y automatización no puede derivar en un menor control de la actuación adminis-
trativa.

Como ha señalado reiteradamente el Tribunal Constitucional, la plenitud del 
sometimiento de la actuación administrativa a la ley y al Derecho, así como de la 
función jurisdiccional de control de dicha actuación y la efectividad que se pre-
dica del derecho a la tutela judicial, impiden que puedan existir comportamientos 
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de la Administración Pública –positivos o negativos– inmunes al control judicial 
(STC 140/2016). Control orientado preferentemente a asegurar la vigencia de los 
derechos fundamentales, pero también de otros derechos e intereses legítimos. Y 
entre esos otros derechos –dejando a un lado la polémica doctrinal acerca de si es 
o no un derecho fundamental–, el derecho a la buena administración.

Con razón se ha dicho que el derecho a la buena administración, previsto 
en el artículo 41 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
(CDFUE), implícitamente en la Constitución española (arts. 9.3, 31.2, 103.1) y 
explícitamente en diversos estatutos de Autonomía de última generación y leyes 
vigentes y auspiciado por la jurisprudencia, supone un cambio de paradigma en 
las relaciones entre los ciudadanos y el poder público (Tomás Mallén, 2004).

El derecho a una buena administración pone fin al paradigma dominante tra-
dicional en el Derecho público español, que sostenía la indiferencia del núcleo 
discrecional para el Derecho (sólo ocupado en limitar la discrecionalidad admi-
nistrativa mediante los elementos reglados y los principios generales del Dere-
cho, como el de interdicción de la arbitrariedad). Con las obligaciones de buena 
administración que se derivan de este derecho, ya no hay libertad omnímoda de 
elección entre alternativas indiferentes para el Derecho cuando hay discrecio-
nalidad para decidir políticas públicas (regulatorias, planificadoras, en materia 
de subvenciones, de contratación, etc.). No hay posibilidad de hacer no importa 
qué y no importa cómo. La discrecionalidad no es arbitrariedad y debe ser buena 
administración.

Una nueva concepción de la actuación administrativa que tiene un contenido 
plural, comprendiendo un conjunto de garantías que el artículo 41 CDFUE des-
glosa del modo siguiente: a) toda persona tiene derecho a que las instituciones, 
órganos y organismos públicos traten sus asuntos imparcial y equitativamente y 
dentro de un plazo razonable; b) toda persona tiene derecho a ser oída antes de 
que se tome en contra suya una medida individual que le afecte desfavorable-
mente; c) toda persona tiene derecho a acceder al expediente que le concierna, 
dentro del respeto de los intereses legítimos de la confidencialidad y del secreto 
profesional y comercial; d) la administración tiene la obligación de motivar sus 
decisiones; e) toda persona tiene derecho a la reparación por el poder público 
de los daños causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus 
funciones; y f) toda persona podrá dirigirse a las instituciones en cualquier de las 
lenguas oficiales y deberá recibir una contestación en esa misma lengua (sobre 
todo ello, Barrero Ortega, 2019: 23-24).

En esta nueva fase, el papel del control judicial en la protección del derecho 
a una buena administración es crucial. Ha de ponerse en valor la revolución silen-
ciosa que ha tenido lugar en la jurisprudencia europea, de las salas de lo conten-
cioso del Tribunal Supremo español y de los Tribunales Superiores de Justicia de 
las CCAA, quienes, con toda naturalidad, han pasado en los últimos años de con-
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trolar la discrecionalidad en base al principio de interdicción de la arbitrariedad, 
entendido como ilegalidad de lo no motivado y de lo irracional, a un control más 
sutil y exigente, comprobando la diligente ponderación de alternativas e intereses 
implicados y una motivación que no sólo exista y sea racional, sino, además, su-
ficiente y congruente con el expediente.

En ese sentido, la labor judicial tiene ante sí el reto de garantizar la buena 
administración estableciendo un estándar de diligencia en el debido cuidado de la 
ponderación administrativa en cada caso, a falta, aún en España, de un estándar 
normativo general. La defensa y promoción de la buena administración en el futu-
ro van a requerir un diálogo y colaboración entre el poder legislativo, el ejecutivo 
y el judicial y un despliegue de numerosas técnicas jurídicas, económicas y de 
gestión, algunas de las cuales sólo en parte han sido incorporadas en la nueva 
generación de leyes de transparencia y buen gobierno dictadas desde 2013: desde 
la mejora regulatoria (ahora incluida las nuevas leyes estatales 39 y 40 de 2015, 
como es sabido) hasta el reforzamiento de los controles externos no judiciales de 
la administración, pasando por la transparencia como herramienta para la buena 
administración, la regulación de los lobbies, la importancia de la infraestructura 
ética o el papel de las cartas de servicios.

El derecho a la buena administración demanda, en definitiva, especiales com-
promisos y cautelas con ocasión de la digitalización y automatización de las ta-
reas administrativas. El contenido declarado del derecho a la administración ha de 
irradiar en la transformación digital y aplicación de la inteligencia artificial para 
el desempeño de esas tareas, sin merma ninguna del control jurisdiccional de la 
actuación administrativa. El contenido del derecho a la buena administración ha 
de integrarse, en suma, en la llamada Agenda Digital.
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